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Uno de los temas y retos de mayor relevancia a medio plazo 

para la política, la economía y la sociedad es cómo afrontar 

el llamado Cambio Climático. Es verdad que el estallido de la 

pandemia de COVID-19 acapara actualmente toda la 

atención pública y privada, porque de una inminente 

amenaza a la vida de muchas personas se trata y porque las 

medidas sanitarias inexorables suponen un frenazo a la 

actividad económica. Pero el coronavirus no ha eliminado en 

absoluto el riesgo de un sobrecalentamiento de la Tierra que 

las estadísticas meteorológicas vienen registrando de un 

tiempo a esta parte.  

 

El objetivo político consensuado es limitar el calentamiento 

a un nivel por debajo de los dos grados centígrados. Para ello 

hay que reducir la emisión de gases de efecto invernadero a 

la atmósfera (principalmente dióxido de carbono CO2, óxido 

de nitrógeno NOx, metano CH4). De no asumir el reto del 

Cambio Climático, las consecuencias ecológicas, sociales y 

económicas a largo plazo serían para todos muy graves, 

según estiman los científicos que asesoran oficialmente a las 

Naciones Unidas en esta materia (el llamado Panel 

Intergubernamental sobre Cambio Climático, IPCC en sigla 

inglesa1. 

 

El FMI, por ejemplo, en un reciente análisis empírico sobre 

los efectos macroeconómicos del cambio climático a largo 

plazo2, estima que sin lucha contra  el calentamiento de la 

Tierra el PIB global pro habitante caería en un 2,5% en el año 

2050 y un 7,2% en el año 2100 (la UE registraría -1,5% y -

4,7%, respectivamente, EE.UU -3,8% y -10,5%, China -1,6% y 

-4,4%, India -3,6% y -9,9%, Rusia -3,1% y  -8,9%). Las 

estimaciones se basan en la metodología de simulaciones 

econométricas que, habida cuenta de sus limitaciones 

conocidas, lanzan un mensaje claro: no actuar puede dañar  
 

 

mucho. En el mismo sentido ha hecho sonar la alarma el 

Banco Internacional de Pagos en un análisis común con el 

Banco Central de Francia3  al advertir de los notables costes 

materiales en forma de la devastación  de infraestructuras 

causada por catástrofes meteorológicas y la pérdida de 

crecimiento económico como consecuencia de políticas 

climáticas inadecuadas. 

 

De lo que tenemos que ser conscientes es de dos aspectos 

esenciales que condicionarán el crecimiento económico: 

uno, el problema de ‘fallo de mercado’; dos, el requisito de 

la coordinación internacional de las políticas contra el 

cambio climático. 

        

   I. LAS EXTERNALIDADES NEGATIVAS, EN EL FOCO DE MIRA 

 

El problema de ‘fallo de mercado’ radica en lo que en la 

teoría microeconómica llamamos externalidad negativa 

que en el caso que nos ocupa se manifiesta como emisión 

de gases contaminantes por parte de las empresas cuando 

fabrican y de los hogares cuando consumen. Este problema 

es conocido desde que el gran maestro británico Alan Cecil 

Pigou, de la Universidad de Cambridge/Inglaterra, lo 

explicara hace 100 años con toda lucidez en sus obras4. El 

precio de los productos intensivos en carbono que se 

venden sólo incluye el coste privado (de fabricación), no el 

social (de deterioro medioambiental). Es decir, quien 

ocasiona emisiones contaminantes puede trasladar el 

coste a terceros. El sistema de los precios relativos queda 

distorsionado. 

 

Si se deja funcionar el mercado libremente, los precios de 

los productos contaminantes son demasiado bajos, lo cual  
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estimula artificialmente la demanda con la consabida 

respuesta expansiva por parte de los productores. Por 

consiguiente, un ’fallo de mercado’ como el que se refleja en 

la emisión de gases tóxicos requiere medidas 

gubernamentales que internalicen el coste de las emisiones. 

Se trata de una regulación  pro-mercado, de modo que este 

coste lo asuma quien lo ocasiona y se refleje en los precios 

correspondientes. Es la aplicación del llamado “principio 

QCP”: quien contamina, paga (‘poluter pays’ principle, o 

‘Verursacherprinzip’ como decimos en alemán). Sólo así se 

encarecen los productos intensivos en carbono, y sólo así la 

sociedad se beneficiaría al mismo tiempo con el dividendo 

de una mejora medioambiental. 

 

El crecimiento económico no se vería afectado 

negativamente por esta medida. Al contrario, mejoraría. 

Pues al hacer pagar a quien contamina quedaría fortalecida 

la función conductora del sistema de los precios relativos 

hacia una asignación eficiente de los cuatro factores 

productivos fundamentales en la economía (capital, trabajo, 

conocimiento, energía). A mayor eficiencia, mayor bienestar. 

 

 

  II. ACCIÓN INTERNACIONAL COORDINADA, INEXORABLE 
 

En cuanto al requisito de coordinar internacionalmente la 

lucha contra el Cambio Climático su justificación está en el 

hecho de que el clima es un bien global que afecta a todos. 

Las emisiones tóxicas que amenazan al clima no se quedan 

en el país donde se originan, sino son transportadas por el 

aire por todo el planeta y en todas las direcciones. 

 

Un Gobierno que quiera ir por su cuenta y enarbole la 

bandera ecologista puede que en el mercado político gane 

votos ‘verdes’, pero su contribución a frenar el aumento de 

la temperatura media de la Tierra es insignificante, mientras 

que es enorme su responsabilidad por hipotecar el 

crecimiento económico y empleo con el coste de las medidas 

adoptadas. Como regla general podemos partir de una 

relación beneficio-coste del 5%-95%. Lo mismo cabe decir de 

los ayuntamientos que declaran para su municipio el ‘estado 

de emergencia climática’ y restringen la circulación de 

coches por sus calles; hacen un brindis al sol, no resuelven 

nada y sólo fastidian a los ciudadanos. Es obvio que una 

economía expuesta a un nivel de costes que supera al nivel 

de beneficios por el factor 19 no podría crecer con fuerza; es 

como si condujéramos un coche con el freno de mano 

echado.   

Por consiguiente, la lucha contra el Cambio Climático sólo 

tiene sentido si se coordina internacionalmente, al menos 

entre los principales países contaminantes (EE.UU., UE y 

China, o todos los países del G-20). Pero una cosa es la 

teoría, otra la realidad.  

 

Las hasta ahora 25 conferencias multilaterales con miles de 

participantes celebradas bajo los auspicios de la ONU - 

desde la llamada ‘Cumbre de la Tierra’ en 1992 en Rio de 

Janeiro hasta la de Madrid en diciembre de 2019 – han 

servido para mucho discurso vacío, han estado 

acompañadas de una enorme atención mediática, pero 

apenas han generado resultados concretos y vinculantes. 

El famoso protocolo de Kyoto (de 1997) fue ratificado por 

unos 190 países (no por Estados Unidos), pero sólo unos 

50, entre ellos la UE, contrajeron compromisos firmes de 

reducir significativamente las emisiones de gases tóxicos a 

medio plazo, sin luego cumplirlos (tampoco Alemania que 

siempre se ha atribuido un papel de vanguardia en este 

campo). El Acuerdo de Paris (de 2015) fue calificado de 

‘histórico’ porque los Gobiernos en él se comprometen a 

frenar las emisiones de gases con efecto invernadero 

cuanto antes. Pero los avances registrados hasta ahora son 

pobres. Estados Unidos bajo Trump se ha retirado del 

Acuerdo, y la Cumbre del Clima de Madrid ha sido un 

rotundo fracaso: no ha supuesto avance relevante alguno, 

y los resultados han sido, en palabras del secretario general 

de la ONU, António Guterres, ‘decepcionantes’. 

 

El problema básico es que no existe un mecanismo de 

sanciones frente a países que no quieran aplicar medidas 

efectivas de reducción de emisiones tóxicas. Parece ser que 

cada uno espera a que actúen los demás, en beneficio 

propio, comportándose como un polizón (‘free rider’).  

 

 

  III. EL CONCEPTO DE LA EFICIENCIA, FUNDAMENTAL 
 

El quid de la cuestión es diseñar el camino más apropiado 

a seguir. Y aquí se enfrentan dos filosofías, supuestamente 

irreconciliables: la de los activistas ecológicos y los políticos 

‘verdes’, por un lado, y la de los economistas académicos, 

por el otro.   

 

Los  ecologistas radicales (Greta Thunberg) son contrarios 

al sistema económico de libre mercado. Abogan por 

severas regulaciones estatales contra actividades 

contaminantes, en pro de una reducción del uso de la 

energía de carbono 

 



 
 
 
 
 

 

Documentos a debate 
 

 
IDOE – Instituto de Dirección y Organización de Emp resas, Universidad de Alcalá, 

Nr. 100 marzo 2020 
 

y frente a los supermercados que vendan productos 

alimenticios a precio de saldo. Además, reclaman unas 

políticas macroeconómicas ‘verdes’, tanto en el ámbito fiscal 

(mayor déficit público para financiar los subsidios a las 

energías renovables y las inversiones públicas 

medioambientales) como en el monetario (preferencia por 

bonos ‘verdes’ en la compra de activos por parte de los 

Bancos Centrales). El objetivo del crecimiento económico 

debería ser relegado a un segundo plano, dicen. Y para que 

la gente cambie de comportamiento y hábitos estos 

activistas son partidarios de decretar restricciones notables 

en la vida cotidiana (menos coches de combustión y de 

diésel, menos consumo de carne de vacuno, menos vasos y 

pajarillas de plástico, menos calefacción, menos aire 

acondicionado, menos aparatos electrodomésticos, menos 

ascensores en los edificios y escaleras mecánicas en los 

comercios, menos deportes de motor, menos vuelos, menos 

cruceros y un largo etcétera). Estos ecologistas preconizan 

una especia de nueva felicidad, aunque por coacción, lo cual 

equivale a un pensamiento anticapitalista encubierto. 

 

Los economistas académicos (liberales) buscan, por el 

contrario, soluciones eficaces y eficientes, transparentes y al 

menor coste posible dentro del ordenamiento de la 

economía social de mercado. Hay que encarecer en el 

sentido pigouiano las emisiones de gases de efecto 

invernadero para cubrir el coste social que ocasionen la 

producción, el transporte y el consumo. Pero no hay que 

recurrir ni a intervencionismos burocráticos ineficaces, ni a 

subvenciones desmesuradas a las energías renovables, y 

tampoco hay que avasallar las preferencias de los 

consumidores. Y no hay que someter ni la política fiscal, ni la 

política monetaria a objetivos climáticos, que difícilmente 

pueden cumplir con eficacia y dado que los responsables de 

estas políticas ya tienen encomendadas por ley unos 

objetivos claros e importantes: la estabilidad presupuestaria 

y la estabilidad del nivel de precios – ambas base para un 

crecimiento económico sostenido. Los Bancos Centrales no 

sirven para salvar el clima, le guste o no a la presidenta del 

BCE, Christine Lagarde, que ha mostrado su simpatía con 

planteamientos de política monetaria verdes5.  De lo que se 

trata es encontrar el equilibrio entre la seguridad de los 

suministros energéticos y una limitación de las emisiones 

contaminantes en niveles sostenibles. 

 

Si contemplamos este camino, el de la eficacia ecológica y 

eficiencia económica, podemos considerar dos mecanismos 

reguladores, a saber: (i) uno, la introducción de la ‘tasa 

Pigou’ a producciones y consumos  contaminantes; (ii) dos, 

la creación de un mercado de derechos de emisión. En  

En ambos casos se aplicaría el mencionado “principio QCP”, 

es decir, quedaría internalizada la externalidad negativa. 

 

   Tasa Pigou 
 

La ‘tasa Pigou’ es un impuesto sin un objetivo recaudatorio 

(a diferencia de los impuestos habituales sobre productos 

energéticos como la electricidad, la gasolina, los vehículos 

de motor, los vuelos). El Estado puede devolver los ingresos 

recaudados por la ‘tasa Pigou’ a los contribuyentes en 

diversas formas (bajada generalizada de impuestos, 

bonificaciones directas a los colectivos de renta baja, 

realización de proyectos sociales y educativos, 

infraestructuras medioambientales).  El único fin de la tasa 

es incentivar el ahorro de CO2 y frenar así el calentamiento 

global. 

 

Para que la ‘tasa Pigou’  sea efectiva tiene que ser fijada en 

un nivel adecuado, que sea disuasorio a no seguir 

emitiendo ilimitadamente gases tóxicos. Además, el 

tributo debe ser anunciado como un impuesto progresivo 

en el tiempo para que empresas y hogares puedan 

adaptarse a los nuevos condicionamientos ecológico-

tributarios de forma  asequible, no traumática. 

 

Pero, ¿cuál es el nivel adecuado de la tasa? Eso de 

antemano no lo sabe nadie a ciencia cierta, porque no 

conocemos la elasticidad-precio de los demandantes, 

aparte de que ésta no es igual para todos y no es invariable 

en el tiempo. Un aumento del precio de la gasolina, para 

poner un ejemplo, incentivará a unos conductores a 

sustituir su coche por uno de menor cilindrada o por un 

medio de transporte público o por la bicicleta, y a otros no. 

En todo caso es conveniente empezar situando la ‘tasa 

Pigou’  más en un nivel elevado (disuasorio) que no bajo 

(inefectivo) y elevarlo posteriormente de forma notable 

con arreglo a las necesidades de la  protección del clima. El 

método de descubrimiento del precio adecuado a las 

emisiones es el de la “prueba y error” (‘trial-and-error’). 

Suecia podría ser un referente: el precio por tonelada de 

CO2 fue fijado en 1991, cuando se introdujo este impuesto, 

en el equivalente a 30 euros/tonelada y está actualmente 

en el equivalente a 115 euros. Alemania, por el contrario, 

es menos contundente: el Gobierno de Merkel lanzó en 

febrero un amplio paquete de medidas contra el cambio 

climático en el que se fija un precio introductorio de 25 

euros/tonelada a partir de 2021 que será elevado hasta 

una franja de 55-65 euros/tonelada en 2026 (inicialmente 

la trayectoria temporal era de 10 a 35 euros), no habiendo 
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ninguna  perspectiva para después. Así de durísimas le 

cayeron al Gobierno las críticas de los expertos. Una mayor 

timidez aún que Alemania muestra Francia: el presidente 

Macron tuvo que renunciar a sus planes de una ‘tasa Pigou’ 

significativa ante las movilizaciones masivas de los ‘chalecos 

amarillos’ contra  el encarecimiento de la gasolina. El FMI 

estima que a nivel global el impuesto adecuado inicial 

debería ser 75 dólares por tonelada CO2 (unos 80 euros6). 

 

La ‘tasa Pigou’ es, en principio, un impuesto de fácil gestión 

técnica y de transparencia fiscal absoluta. Por consiguiente, 

se presta para negociaciones a nivel internacional a efectos 

de reciprocidad. En la Cumbre de París se habló de ello, pero 

Arabia Saudí y otros países productores de petróleo vetaron 

su puesta en marcha (sic).  

 

Por eso hay que abandonar el principio de la unanimidad en 

los acuerdos. Los países que coordinen la introducción de 

este impuesto tendrían que presionar a los países renitentes 

a adherirse al sistema. Tal vez les haga cambiar de actitud si 

los países-Pigou contemplan la imposición de un arancel en 

frontera que grabaría las importaciones intensivas en 

carbono y de subvenciones a las exportaciones limpias de 

emisiones contaminantes. Sería la forma de asegurar que 

todas las empresas pueden competir en igualdad de 

condiciones, tanto en el mercado doméstico como en el 

internacional. La Comisión Europea ya está estudiando este 

tema (‘Carbon Border Tax’). 

 

Certificados de emisión 

 

El otro mecanismo regulatorio basado en el ‘principio QCP’ 

funciona a través de un mercado de derechos (certificados) 

de emisión, que con la puesta de marcha del mercado se 

asignan a las empresas. Una empresa que no necesite 

(todos) los derechos porque su producción no contamina 

(tanto) los vende a otra empresa que aún emite 

excesivamente CO2. Este mecanismo es el que favorecemos 

la mayoría de los economistas académicos porque nos salva 

del mencionado problema de la información ex ante sobre el 

precio a cargar sobre quien contamine.  

 

En este sistema el regulador no tiene que especular sobre 

cuál es el precio adecuado a las emisiones y cómo adaptarlo 

en el tiempo. El regulador sólo tiene que establecer el 

volumen total de derechos de emisión y puede ir 

reduciéndolo en el tiempo según valore la evolución de la 

temperatura global, de modo que con una demanda en su  

 

momento dada el precio a las emisiones sube, que es lo que 

se pretende. El precio que se forma en el mercado (Bolsas 

especializadas) entre oferta y demanda equivale a la ‘tasa 

Pigou’ si ésta pudiera fijarse correctamente. Los ecologistas 

podrían presionar más al alza el precio comprando por su 

parte derechos de emisión y archivarlos; invertir en ello 

tendría, en su propio interés bien entendido, más sentido 

que gastar el dinero para movilizaciones callejeras, como 

hacen.  

 

Es importante que el sistema abarque a todos los sectores 

de la economía y a los hogares. En la UE, el mercado de 

derechos de emisión creado en 2005 (‘European Emissions 

Trading System’) incluye el sector de la energía y gran parte 

de la industria manufacturera, pero no el sector del 

transporte, la agricultura y los hogares como consumidores 

de energía. La cobertura es del 45% de las emisiones con 

efecto invernadero, lo cual obviamente es insuficiente. 

 

Lo idóneo sería crear un mercado internacional de 

derechos de emisión. Pero llegar a un acuerdo global puede 

resultar muy complicado puesto que no sólo hay que 

establecer el volumen total de emisiones, sino también 

decidir sobre el reparto inicial de los derechos de emisión 

entre los países. Disputas largas con un tira y afloja en las 

negociaciones estaría servido, sin garantía alguna de lograr 

una solución óptima. A efectos prácticos, la ‘tasa Pigou’ 

establecida a nivel internacional tiene sus ventajas.       
 

 

 
 IV. UN NUEVO MODELO PRODUCTIVO, PROBABLE 
 

La lucha efectiva contra el Cambio Climático aplicando el 

‘principio de QCP’ acarreará un  profundo cambio 

estructural en la economía. Pues de haber un precio 

correcto a las emisiones de gases de efecto invernadero - 

vía ‘tasa Pigou’ o vía comercio con derechos de  emisión – 

todos los agentes económicos tendrán un fuerte incentivo 

para que se efectúe una transición energética hacia una 

economía lo más descabornizada posible. Del todo no 

vamos a poder prescindir de los combustibles fósiles y 

sustituirlos por completo con energías renovables, dadas 

las crecientes necesidades energéticas en el Tercer Mundo 

(por  razones demográficas y de desarrollo económico). 

Todo cambiará cuando la investigación logre dar el gran 

paso hacia la energía solar obtenida de la fusión nuclear; 

pero nadie sabe si esto sucederá, y cuándo. 
 

La clave para que se adapte el sistema productivo a la 

descabornización está en el I+D+i de las empresas. El  
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desafío es tanto mayor cuanto mayor sea la fuente de la  

contaminación tóxica: en términos de porcentaje en la 

emisión global de CO2 el principal sector es el energético 

(41,5%), le siguen ya a distancia la industria manufacturera 

(18,9%) y el transporte por carretera (18,1%); los hogares 

originan un 5,8% de las emisiones, y el tráfico aéreo, que es 

tan criticado por los ecologistas ultra, sólo un 2,8%.   

 

En toda la historia económica moderna la libertad de la 

iniciativa privada, el motivo de lucro de las empresas y una 

competencia intensa en los mercados han sido las fuerzas 

motrices de la innovación que a su vez ha impulsado el 

crecimiento económico y el empleo. No hay razón alguna 

para pensar que esto será diferente bajo las condiciones de 

un sistema de precios que recoge el coste de la  

contaminación. Simplemente habrá un acicate más, y uno 

muy significativo. Además, la digitalización de la economía, 

ya en marcha, les puede ser a las empresas de una gran 

utilidad, dado su enorme potencial para aumentar la 

eficiencia en los procesos productivos y al mismo tiempo 

generar ahorros de energía. 

 

Subvenciones del Estado, si es que se consideran 

necesarias, tienen que ser neutrales con respecto a la 

tecnología. Si los políticos se empeñan en promover 

mediante subsidios una tecnología medioambiental 

determinada por pensar que no hay alternativas – digamos 

el coche eléctrico – peca de ‘fatal arrogancia’ como lo 

calificaría el inolvidable economista-filósofo austríaco 

Friedrich A. von Hayek, Premio Nobel de Economía de  

19747.  En la realidad, siempre hay alternativas 

tecnológicas para la solución de problemas concretos – 

digamos el coche hidrógeno. De buscar, identificar y 

desarrollar las alternativas concretas se encargan los 

científicos e ingenieros, creativos e imaginativos como son 

y de implantarlas se ocupan los empresarios 

schumpeterianos dispuestos a asumir riesgos - siempre 

que el Estado no se inmiscuya en su desempeño. 

 

Con todo lo dicho queda claro que la lucha efectiva contra 

el Cambio Climático se convertirá en una importante 

fuente para nuevas actividades y nuevos empleos.  Para 

que las empresas actúen con la intensidad deseada el 

Estado debe cuidar un marco macroeconómico-

institucional que genere un entorno afable para la 

inversión y la innovación. La política económica tiene que 

ser de largo plazo e incidir en la economía por el lado de la 

oferta. Las líneas básicas son diez, a saber: 

 

 

•Uno: reducir impuestos, no subirlos, con excepción de la 

‘tasa Pigou’, claro está; 

• dos, flexibilizar el mercado de trabajo, no sobreregularlo; 

• tres, mantener elevado el grado de la competencia en los 

mercados, no bajarlo; 

• cuatro, limitar las subvenciones públicas selectivas, no 

extenderlas; 

• cinco, liberalizar el comercio exterior, no restringirlo; 

• seis, atraer la inversión directa extranjera, no 

ahuyentarla; 

• siete, elevar la calidad de la educación escolar y 

universitaria, no socavarla; 

• ocho, impulsar la formación profesional dual de los 

jóvenes, no obstaculizarla; 

• nueve fomentar la investigación básica, no 

burocratizarlas; 

• diez, cuidar las infraestructuras económicas vitales, no 

desatenderlas. 

 

La Comisión Europea quiere tomar cartas en el asunto y 

apoyar inversiones en tecnologías ecológicas. El llamado 

Pacto Verde Europeo8, anunciado en diciembre por la 

nueva presidenta, Ursula von der Leyen, tiene por objetivo 

convertir a la UE en un espacio ‘climáticamente neutro’ de 

aquí a 2050. Quiere decirse que produciríamos, 

trabajaríamos y viviríamos sin impactar el clima. Las 

emisiones de CO2 no se podrían reducir a cero, como ya 

dije, pero las emisiones que resulten inevitables en casos 

concretos tendrían que ser compensadas por el ahorro de 

emisiones en otra parte, de modo que el balance de las 

emisiones tóxicas se mantendría inalterado. 

 

Está prevista la movilización de un billón de euros en 

inversiones ‘verdes’ en los próximos diez años, lo cual, si 

realmente se lleva a cabo, respaldaría también el 

crecimiento económico. Queda por ver, cómo se 

seleccionarán los proyectos, y cómo se financiará todo. Hay 

que estar atento a que el Pacto Verde no sirva como 

pretexto para saltarse las reglas fiscales europeas e incurrir 

en déficits públicos desmesurados. Tentaciones al respecto 

ya las hay: Tanto el presidente francés, Emmanuel Macron, 

y el primer ministro italiano, Giuseppe Conte, como el 

vicepresidente de la Comisión Europea, Valdis 

Dombrovskis, y el comisario europeo de Asuntos 

Económicos y Monetarios, Paolo Gentiloni, se han 

mostrado partidarios de adaptar el Pacto europeo de 

Estabilidad y Crecimiento a las necesidades de inversiones 

públicas ‘verdes’, de modo que el gasto financiado con 

deuda no compute para el cálculo de déficit público 

excesivo. Ahora bien, si se desatara una nueva ola de 
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de endeudamiento público, también para financiar de 

paso otras políticas, surgirían nuevos riesgos para la 

estabilidad financiera en la zona euro – con las 

consecuencias sobradamente conocidas.    

 

En resumen: La protección del clima y la dinámica 

económica no están en absoluto reñidos, como se insinúa 

en determinados medios de comunicación, afirman 

rotundamente las ONGs ecologistas y subrayan los 

políticos e intelectuales anticapitalistas. Todo lo 

contrario: La relación entre ambos objetivos es de una 

complementariedad plena. La protección del clima, al 

contener daños meteorológicos en las infraestructuras 

vitales y en el campo rural, es de suma utilidad para 

sostener el crecimiento de la economía. Y un buen ritmo 

de crecimiento económico es una condición necesaria 

para que las empresas y los ciudadanos estén dispuestos 

a asumir el coste que la protección climática 

inevitablemente acarrea. 

 

Para efectuar con eficacia y eficiencia las políticas 

medioambientales y de crecimiento correspondientes 

adquieren una especial relevancia tres postulados: uno, 

el pensamiento doctrinal apropiado de los gobernantes 

tiene que ser el del liberalismo moderno, no el del 

socialismo rancio; dos, el ordenamiento económico 

adecuado sólo puede ser el sistema económico de libre 

mercado, no el de la planificación estatal; y tres, la 

constitución de la sociedad tiene que basarse en la 

ilustración y el conocimiento, no estar marcada por la 

deriva populista. Mucho postulado, sí, pero grandes retos 

requieren unos pilares fuertes. 
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